
MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INI-
CIA UN PROYECTO DE LEY QUE ES-
TABLECE UN RÉGIMEN JURÍDICO DE
EXCEPCIÓN PARA LOS ASUNTOS QUE
INDICA.
_______________________________

SANTIAGO, marzo 17 de 2010.-

M E N S A J E  Nº 8-358/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consi-
deración un proyecto de ley que  establece un
régimen jurídico de excepción para los asuntos
que indica.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

Con fecha 27 de febrero de 2010, el sector
centro-sur de nuestro país fue azotado por una
de las catástrofes más graves  de la  que  se
tiene memoria, como resultado de un sismo que
alcanzó los 8,8 grados en la escala de Richter,
y de una serie de maremotos que consecuencial-
mente se produjeron en un importante número de
localidades costeras de las regiones de Valpa-
raíso, Libertador Bernardo O’Higgins, El Maule
y Bío-Bío. Todo lo anterior tuvo como lamenta-
ble resultado cientos de víctimas fatales, un
significativo número de personas que se encuen-
tran  aún  desaparecidas  y  una  importantísima
destrucción material en las regiones afectadas.

En la búsqueda de una rápida respuesta a
las múltiples dificultades y necesidades que se
presentan, el gobierno que presido, se encuen-
tra evaluando la adopción de las medidas admi-
nistrativas y legislativas necesarias para en-
frentar en el corto plazo las principales con-
secuencias de esta catástrofe, resultando impe-
rioso adoptar disposiciones provisionales que
vengan a paliar, al menos parcialmente, las se-
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rie de necesidades que se presentan como resul-
tado de la masiva destrucción. 

En el campo jurídico, la catástrofe afectó
principalmente a los tribunales de las regiones
de El Maule y Bío-Bío, así como también a algu-
nos tribunales de la Región Metropolitana, mu-
chos de los cuales se han visto forzados a in-
terrumpir sus funciones, en tanto se adoptan
las medidas necesarias que confluyan en su nor-
mal funcionamiento. 

Por ello, con el objeto de evitar una se-
rie de consecuencias perjudiciales para quienes
al momento de la tragedia contaban con causas
pendientes o por iniciarse ante dichos tribuna-
les, es que se ha decidido adoptar ciertas me-
didas que permitan asegurar a los ciudadanos el
efectivo goce de sus derechos, así como la ágil
solución de ciertas situaciones derivadas de la
propia catástrofe. Todo ello, acompañado de los
necesarios resguardos para que aquellas herra-
mientas se utilicen sin abuso ni mala fe.

Es así, que el proyecto establece para los
procedimientos judiciales en trámite o que de-
ban tramitarse ante los tribunales ordinarios y
especiales de las regiones de El Maule y Bío-
Bío, así como también respecto de aquellos tri-
bunales de la Región Metropolitana que se pre-
cisan, una extensión de los plazos establecidos
para diligencias, actuaciones o ejercicio de
acciones  o  derechos,  así  como  para  la
prescripción extintiva de los mismos. Lo mismo
se regula con respecto a plazos establecidos
para publicaciones en el Diario Oficial para
las regiones de El Maule y Bío- Bío. Todo ello,
a objeto de impedir que opere la preclusión
procesal, la caducidad o prescripción de accio-
nes y derechos, por el vencimiento de los co-
rrespondientes plazos, en circunstancias que es
un hecho público y notorio que aquéllos no han
podido o no podrán ser cumplidos por las partes
como consecuencia de la catástrofe. 

Cabe destacar que esta medida se adopta en
estricta sintonía con la inquietud planteada
por el Tribunal Pleno de la Excma. Corte Supre-
ma, que con fecha 8 de marzo de 2010 dispuso a
su Presidente oficiar a esta cartera “a objeto
de que realice gestiones necesarias para obte-
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ner la presentación de un proyecto de ley que
regule y dé solución a los problemas que se han
presentado ante la imposibilidad de realizar
gestiones ante los Tribunales de Justicia que
resultaron destruidos con motivo del terremoto
y que actualmente no se encuentran funcionan-
do”.

Corresponde destacar que se ha optado por
la técnica de la prórroga de los plazos y no
por la suspensión de éstos, a fin de permitir
que si las condiciones de determinados tribuna-
les son suficientes y las partes se encuentran
en condiciones de realizar las correspondientes
actuaciones, éstas puedan ser desarrolladas de
manera regular, sin que pueda hacerse cuestión
de  su  validez.  Asimismo,  se  hace  necesario
aclarar que se ha incluido la prórroga de pla-
zos con respecto al ejercicio de acciones o de-
rechos, en el claro sentido de cubrir con ello
no  sólo  los  plazos  directos  afectados,  sino
también aquellos fijados para el desarrollo de
trámites prejudiciales señalados por el legis-
lador como previos u obligatorios, tales como
los previstos en los procedimientos laborales,
de familia o de garantías en salud.

Asimismo, es necesario hacer presente que
por la naturaleza de los intereses comprometi-
dos, se ha considerado prudente no hacer exten-
sivo este tratamiento de prolongación de plazos
a las materias penales, salvo respecto del pla-
zo establecido en el artículo 248 del Código
Procesal Penal, el que por las consecuencias
que trae aparejado justifica un tratamiento es-
pecial.

Por su parte, y a fin de asegurar el flui-
do desarrollo de los procedimientos ante los
tribunales de familia y laborales, se ha esti-
mado necesario el establecimiento de un  proce-
dimiento ad-hoc para fijar nuevas fechas de au-
diencias  producto  de  la  prórroga  decretada,
asegurando una fijación acorde a la urgencia
del  asunto,  las  materias  involucradas,  y  el
tipo de audiencia que deberá fijarse nuevamen-
te.

Además, considerando las dificultades que
la catástrofe pudo producir o puede seguir pro-
duciendo en el normal desarrollo de los proce-
sos judiciales llevados ante tribunales distin-
tos de aquellos para los cuales se contempla la
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prórroga de plazos, tales como la imposibilidad
de traslado de litigantes o de terceros inter-
vinientes, se ha previsto la entrega de facul-
tades para que los tribunales puedan resolver
prudencialmente en cada caso, si las partes,
sus abogados, mandatarios, y demás intervinien-
tes han estado impedidos con ocasión de la ca-
tástrofe de cumplir plazos establecidos para
diligencias, actuaciones o ejercicio de accio-
nes o derechos en los procesos seguidos ante
ellos. 

Finalmente, y más sensible que lo ya pro-
puesto, el presente proyecto de ley viene en
entregar un tratamiento excepcional para la de-
claración de muerte presunta y de las conse-
cuencias jurídicas que de ello derivan, a efec-
tos de permitir a los familiares de las perso-
nas desaparecidas con ocasión de esta catástro-
fe en las regiones que el proyecto señala, con-
tar con una regulación de mayor celeridad y
agilidad, con respecto a las normas generales
establecidas por el Código Civil en esta mate-
ria. Así, se abrevian los plazos del período de
desaparición que se requieren para su declara-
ción; se permite que la acción pueda interpo-
nerse no sólo ante el juez del último domicilio
del causante, sino también ante cualquier tri-
bunal con competencia en materia civil de la
región en que se presume que haya desaparecido;
y se beneficia con privilegio de pobreza, por
el sólo ministerio de la ley, esto es, sin que
requiera la promoción de un incidente especial,
a todas las gestiones, trámites y actuaciones a
que dieren lugar las declaraciones de muerte
presunta a que se refiere esta ley.

Con el fin de resguardar el uso eficiente
y correcto de esta importante herramienta que
constituye el procedimiento especial y sumario
establecido para la declaración de muerte pre-
sunta, se ha estimado necesario prevenir su uso
fraudulento mediante la tipificación de una fi-
gura penal que sancione especialmente a quien
solicite  tal  declaración  a  sabiendas  de  la
existencia del desaparecido.

II. OBJETIVOS DEL PROYECTO.

En definitiva, el presente proyecto de ley
tiene por objeto adoptar medidas que ayuden a
paliar ciertas consecuencias negativas que la
tragedia ha producido en el ámbito jurídico,
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especialmente en el desarrollo de procedimien-
tos judiciales.

Por su parte, más importante que todo lo
anterior, agiliza los trámites necesarios para
la declaración de muerte presunta de las perso-
nas que hayan desaparecido producto de la ca-
tástrofe del 27 de febrero de 2010.  

III. CONTENIDO DE LA INICIATIVA.
El proyecto que se somete a vuestra consi-

deración, contiene los siguientes aspectos:

1. Prorroga los plazos establecidos para di-
ligencias, actuaciones o ejercicio de ac-
ciones o derechos.

En su artículo 1º el proyecto establece
que, en los procedimientos judiciales en actual
trámite o que deban tramitarse ante los tribu-
nales ordinarios y especiales de las regiones
de El Maule y Bío-Bío, así como ante aquellos
tribunales de la Región Metropolitana que se
indican, los plazos establecidos para diligen-
cias, actuaciones, ejercicio de acciones o de-
rechos  y  la  prescripción  extintiva  de  los
mismos que se encontraban pendientes al 27 de
febrero de 2010, se entenderán prorrogados des-
de la fecha indicada y hasta treinta días des-
pués de la publicación de la presente  ley. 

En el mismo sentido, señala que los plazos
que se hayan iniciado entre el día 28 de febre-
ro de 2010 y los diez días posteriores a la fe-
cha de publicación de la presente ley, se en-
tenderán prorrogados hasta treinta días después
de dicha publicación.

La prórroga regulada de la forma antedicha
se aplicará también a los plazos establecidos
para publicaciones en el Diario Oficial, res-
pecto de las Regiones del Maule y Bío-Bío.

Asimismo, el propio proyecto señala que
las normas de prórroga no serán aplicables en
materia penal, salvo respecto del plazo esta-
blecido en el artículo 248 del Código Procesal
Penal.

Con respecto a los tribunales de familia y
laborales, se establece además, un mecanismo de
fijación de nuevas audiencias por el cual el
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Juez Presidente del tribunal, a propuesta del
Administrador del mismo, establecerá un proce-
dimiento objetivo y general para fijar nuevas
fechas  para  las  audiencias  que  se  requieran
producto de la prórroga decretada, para lo cual
deberá tenerse especialmente en cuenta la ur-
gencia del asunto, las materias involucradas, y
el tipo de audiencia que deberá fijarse nueva-
mente.

El mismo artículo 1º, contiene una norma
que prevé eventuales incumplimientos ya sea de
plazos como de diversas diligencias en procedi-
miento judiciales desarrollados ante tribunales
no incluidos en el inciso primero, permitiendo
que en tales casos el juez pueda resolver pru-
dencialmente, si las partes, sus abogados, man-
datarios, y demás intervinientes han estado im-
pedidos entre el 27 de febrero de 2010 y la fe-
cha de publicación de la presente ley, con oca-
sión de la catástrofe del 27 de febrero y sus
consecuencias, de cumplir plazos establecidos
para diligencias, actuaciones o ejercicio de
acciones o derechos. El impedimento deberá re-
clamarse dentro de los treinta días siguientes
a la publicación de esta ley. La resolución del
tribunal podrá ser de plano o previa tramita-
ción incidental y se apreciará la prueba de
acuerdo a las reglas de la sana crítica.

2. Establece  reglas  excepcionales  para  el
procedimiento  de  declaración  de  muerte
presunta.

El artículo 2° del proyecto, fija reglas
excepcionales sobre declaración de muerte pre-
sunta de aquellas personas que hubieren desapa-
recido en las regiones de Valparaíso, Liberta-
dor  Bernardo  O’Higgins,  El  Maule  y  Bío-Bío,
como consecuencia de esta catástrofe, otorgando
mayor agilidad y celeridad con respecto de las
generales.

En primer lugar, permite solicitar la de-
claración de muerte presunta de estas personas,
si se desconociere su paradero y la circunstan-
cia de ignorancia de encontrarse vivas o falle-
cidas, fijándose un plazo inferior al período
de desaparición para provocar la declaración de
muerte presunta que se requiere según la norma
general que gobierna esta materia, contenida en
el artículo 81 N° 9 del Código Civil, y que
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exige el transcurso de un año de falta de noti-
cias del presunto desaparecido en situaciones
de catástrofe o sismos. La regla especial que
se intenta introducir, establece un periodo de
noventa días desde la catástrofe, lo que se
justifica plenamente en razón del carácter ex-
cepcional que tuvieron el sismo y la serie de
maremotos que afectaron el día 27 de febrero a
las regiones antes individualizadas, circuns-
tancia que requiere la agilización de plazos
tendientes a obtener la declaración de muerte
presunta de las personas desaparecidas con oca-
sión de tales eventos. 

En segundo lugar, establece como juez com-
petente para conocer de esta especial declara-
ción de muerte presunta, el del último domici-
lio  del  desaparecido  o  cualquier  otro  con
competencia en materia civil de la región en
que se presume haya desaparecido. Ello varía de
la regla establecida en el Código Civil, que
prescribe que es competente únicamente el juez
del último domicilio del causante.

Finalmente, se establece que las gestio-
nes, trámites y actuaciones a que dieren lugar
las declaraciones de muerte presunta a que se
refiere este artículo, gozarán de privilegio de
pobreza, por el sólo ministerio de la ley, lo
que va en consonancia con el espíritu del pro-
yecto de procurar ayudar a quienes se han visto
afectados por esta catástrofe, facilitando a
los interesados la superación de todo impedi-
mento económico que pueda trabar o retrasar la
gestión.

3. Establece una figura especial de fraude
para el procedimiento de muerte presunta.

El artículo 3º de este proyecto propone
castigar con la pena de presidido menor en sus
grados medio a máximo al que, a sabiendas que
el desaparecido existe, defraude o perjudique a
otro mediante la solicitud de  declaración de
muerte presunta. La misma pena se propone cuan-
do el sujeto activo de este delito sea el pro-
pio supuesto desaparecido.

En mérito de lo anteriormente expuesto,
someto  a  la  consideración  de  este  Honorable
Senado, el siguiente
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P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“Artículo 1°.- En los procedimientos judiciales en trámite o que
deban tramitarse ante los tribunales ordinarios y especiales de
las regiones de El Maule y Bío-Bío, así como en los juzgados
civiles ubicados en el territorio jurisdiccional de la I. Corte
de  Apelaciones  de  Santiago,  los  plazos  establecidos  para
diligencias, actuaciones, ejercicio de acciones o derechos y la
prescripción  extintiva  de  los  mismos,  que  se  encontraban
pendientes al 27 de febrero de 2010, se entenderán prorrogados
desde  la  fecha  indicada  y  hasta  treinta  días  después  de  la
publicación de la presente  ley. De igual forma, los plazos que
se hayan iniciado entre el día 28 de febrero de 2010 y los diez
días posteriores a la fecha de publicación de la presente ley, se
entenderán  prorrogados  hasta  treinta  días  después  de  dicha
publicación.

Las normas de prórroga contenidas en el inciso
anterior, no serán aplicables en materia penal, salvo respecto
del  plazo  establecido  en  el  artículo  248  del  Código  Procesal
Penal.

En los tribunales de familia y laborales, el Juez
Presidente,  a  propuesta  del  Administrador,  establecerá  un 
procedimiento objetivo y general para fijar nuevas fechas para
las  audiencias  que  se  requieran  producto  de  la  prórroga
decretada, para lo cual deberá tenerse  especialmente en cuenta
la urgencia del asunto, las materias involucradas, y el tipo de
audiencia que deberá fijarse nuevamente.

En  los  tribunales  del  país  no  incluidos  en  el
inciso  primero,  éstos  podrán  resolver  prudencialmente  en  cada
caso,  si  las  partes,  sus  abogados,  mandatarios,  y  demás
intervinientes han estado impedidos entre el 27 de febrero de
2010 y la fecha de publicación de la presente ley, con ocasión de
la catástrofe del 27 de febrero y sus consecuencias, de cumplir
plazos establecidos para diligencias, actuaciones o ejercicio de
acciones o derechos ante ellos. Deberá reclamarse del impedimento
dentro de los treinta días siguientes a la publicación de esta
ley.  El  tribunal  resolverá  de  plano  o  previa  tramitación
incidental y apreciará la prueba de acuerdo a las reglas de la
sana crítica.

La  prórroga  regulada  en  el  inciso  primero  se
aplicará también a los plazos establecidos para publicaciones en
el Diario Oficial de actuaciones y trámites correspondientes a
las regiones de El Maule y Bío Bío. 
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En  ningún  caso  la  prórroga  establecida  en  el
presente  artículo  será  aplicable  a  actuaciones  que  ya  hayan
precluído por su ejercicio.

Artículo 2°.- Transcurridos noventa días desde el 27 de Febrero
de 2010, cualquiera que tenga interés en ello podrá pedir la de-
claración de muerte presunta de los desaparecidos con ocasión de
la catástrofe ocurrida en esa fecha, que se encontraban en las
regiones de Valparaíso, Libertador Bernardo O’Higgins, El Maule y
Bío-Bío.

Será  juez  competente  para  conocer  del
procedimiento el del último domicilio del causante o cualquier
otro con competencia en materia civil de la región en que se
presume haya desaparecido.

El Juez fijará como día presuntivo de la muerte el
27 de febrero de 2010, e inmediatamente oficiará al Servicio del
Registro Civil con el fin de que éste proceda a la inscripción de
la muerte presunta. 

En lo que no fuere contrario a lo establecido en
los incisos anteriores, regirá lo dispuesto en el párrafo tercero
del título II del Libro I del Código Civil.

Todas las gestiones, trámites y actuaciones que
dieren lugar las declaraciones de muerte presunta a la que se re-
fiere este artículo y que digan relación con los desaparecidos
con motivo de la catástrofe ocurrida el 27 de Febrero del 2010,
gozarán de privilegio de pobreza, por el solo ministerio ley.

Artículo 3°.- El que defraudare o perjudicare a otro, mediante
la solicitud de la declaración de muerte presunta, en aplicación
de esta ley, a sabiendas de la existencia del desaparecido, será
castigado  con  la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado  medio  a
máximo.

La  misma  pena  se  aplicará  al  que  simule  su
desaparición, con el fin de obtener la declaración de su muerte
presunta, defraudando o perjudicando a otro.”.

Dios guarde a V.E.,

SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE
Presidente de la República
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FELIPE BULNES SERRANO
Ministro de Justicia


